PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires 

sancionan con fuerza de 

L E Y

ARTÍCULO 1º - Declárase el estado de emergencia de la seguridad vial en todo el territorio provincial, por el plazo de doce meses.

ARTÍCULO 2º - La emergencia comprende los aspectos de planeamiento y proyección de obras, infraestructura, y control vial en las vías públicas sometidas a jurisdicción provincial.

ARTÍCULO 3º - El Poder Ejecutivo designará la Autoridad de Aplicación de la presente ley.

ARTÍCULO 4º - La emergencia faculta a la Autoridad de Aplicación a ampliar la conformación del Consejo Provincial de Seguridad Vial, incorporando a representantes de los Municipios, de las empresas concesionarias, de organizaciones de la sociedad civil y de otras instituciones que considere pertinentes, a efectos de:


a) Diseñar un plan de emergencia para la seguridad vial de las rutas bonaerenses que contemple los siguientes temas:

- Planificación y ejecución de un plan de obras básicas de seguridad vial, reasignando prioridades a obras programadas o estableciéndola para nuevas obras en función de la emergencia;

- Planificación y ejecución de una campaña intensiva de concientización y educación vial, a ser desarrollada a través de los medios de comunicación masiva; 

- Planificación y ejecución de un programa de acciones y estrategias destinado a incrementar fuertemente, y en forma notoria para la ciudadanía, los controles vehiculares y de tránsito en las vías públicas sometidas a jurisdicción provincial.

- Elevar a la Legislatura provincial una propuesta con las modificaciones normativas que crea necesarias a fin de optimizar las condiciones de seguridad para la circulación por las vías públicas sometidas a jurisdicción provincial, incluyendo regulaciones para la realización de comprobaciones  de  infracciones de  tránsito  en las que se utilicen radares fotográficos y/o equipos de medición cinemométricos. 
b) Fortalecer la estructura de la Policía Vial, creando, modificando, extinguiendo o suprimiendo total o parcialmente funciones; reasignando o incorporando personal a  la misma; optimizando los recursos humanos, materiales y el equipamiento idóneo para la función; e incrementando la capacitación específica de su personal a fin de posibilitar el cumplimiento de sus misiones fundamentales en forma eficáz. 

c) Fortalecer las estructuras de la Dirección de Vialidad y de la Dirección de Transportes de la Provincia en lo concerniente a las tareas de control de tránsito que dichas reparticiones están facultadas a realizar conforme a la Ley 11430 –Código de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires-, reasignando o incorporando personal a las mismas; optimizando los recursos humanos y materiales, y el equipamiento idóneo para la función; e incrementando la capacitación específica del personal a fin de posibilitar el cumplimiento de dichos controles en forma eficáz.  

d) Completar el mapa accidentológico provincial y, en función del mismo, establecer bandas horarias, días, o rutas en las que se restrinja la circulación de vehículos de transporte de cargas, de transporte de pasajeros o de automotores en general, procurando alcanzar convenios con las autoridades nacionales, con los concesionarios viales de rutas nacionales que atraviesan el territorio provincial, y con otros organismos involucrados por la medida.

e) Convocar la colaboración y la asistencia de los sistemas nacional y provincial de Antecedentes de Tránsito para establecer medidas extraordinarias en lo concerniente al otorgamiento de credenciales habilitantes para conducir, y en todo lo atinente a las condiciones exigibles para la circulación vial de los automotores, de los diversos vehículos de transporte automotor de pasajeros, y del transporte automotor de cargas.

f) Establecer puestos fijos de control de tránsito en las travesías urbanas del territorio provincial de más crítica circulación y/o con mayores índices accidentológicos, hasta tanto resulte posible su reemplazo definitivo mediante la instalación de semáforos inteligentes.

ARTÍCULO 5º - Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones presupuestarias necesarias para la aplicación de esta ley.

ARTÍCULO 6º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
 

FUNDAMENTOS

Una nota Editorial del Diario Clarín, aparecida en la edición del miércoles 18 de octubre, expresó: “El pasado lunes nueve, en la ruta nacional 11, que atraviesa Santa Fe, se produjo un choque entre un ómnibus y un camión, del cual resultaron muertas 12 personas. … Las pericias posteriores determinaron que el chofer del camión había bebido en exceso. … La ausencia de controles de velocidad y alcoholemia, así como los defectos estructurales de las rutas, son determinantes para la producción de los siniestros, y  estimulan las conductas que han contribuido a convertir a la Argentina en uno de los países con más muertes en accidentes de tránsito. Esto quiere decir que los mismos no se deben sólo a la irresponsabilidad de los conductores, sino también a la falta de preocupación de las autoridades nacionales y provinciales por proveer la infraestructura y los recaudos necesarios para reducir la siniestralidad”.

Lamentablemente, los últimos días han sido prolíficos en materia de noticias que dan cuenta del acontecer de numerosos accidentes trágicos que costaron la vida a numerosos argentinos y, en nuestra provincia, a numerosos bonaerenses. 

Argentina ostenta uno de los índices más altos de mortalidad producida por accidentes de tránsito: Unas 20 personas mueren por día, cerca de 7.000 muertos por año, y más de 120.000 heridos anuales de distinto grado, además de cuantiosas pérdidas materiales, que se estiman en unos 30.000 millones de pesos anuales.

Las estadísticas de accidentes fatales en las rutas bonaerenses son también, como se sabe, escalofriantes. La Asociación Civil Luchemos por la Vida nos informa que durante el año 2004 fallecieron 2927 personas a causa de uno de los casi mil accidentes de tránsito, ocurridos en el territorio provincial, sobre un total de 7137 decesos por esa causa producidos en todo el país, cifras que se mantiene sin grandes modificaciones desde 1995. Durante el año 2005, esa cifra trepó hasta superar los 3000 decesos. Tanto en el índice de accidentología, como en el de vidas cobradas por los accidentes, nuestra provincia aporta el 40 % de los totales del país, por lo que debemos suponer que también aporta una proporción similar de las pérdidas materiales, y que su sistema de salud pública invierte también millonarias cifras en los requerimientos que resultan de la atención sanitaria de los accidentados.

La muerte a consecuencia de accidentes de tránsito castiga muy especialmente al sector juvenil de la población, constituyéndose en la primer causa externa (es decir ajena a las cuestiones de salud) de deceso de hombres entre 17 y 24 años, con el 73,4% de los decesos, y de las mujeres de igual edad con el 42,3%.

¿Se entiende lo que estamos diciendo?. ¿O es que no se cree que sean ciertas estas estadísticas y estos cálculos?. Si no, es incomprensible que los argentinos, los bonaerenses, y particularmente, los gobernantes, permanezcamos impávidos frente a estas estadísticas, frente a esta realidad y frente a tanta pérdida de vidas y de recursos. ¿O tal vez subyace en nuestra inacción y en nuestra indolencia la creencia de que a nosotros nunca nos va a tocar? Sin pretensiones de originalidad, cabe señalar que, dentro de diez días, tan sólo, ya habrá más víctimas fatales por esta causa que las que perecieron en la tragedia de República de Cromañón en la Ciudad de Buenos Aires hace casi dos años, lo que le costó el cargo al entonces Jefe de Gobierno de aquella jurisdicción.

Indubitablemente, las razones que contribuyen a alcanzar estos guarismos, que a todos deben avergonzarnos y consternarnos, son las deficientes condiciones de la mayoría de las rutas de nuestra Provincia, y la ausencia casi total del Estado en la realización de controles de tránsito para la prevención de los distintos factores que multiplican piramidalmente las posibilidades de accidentes, entre ellos, como quedó dicho, el exceso de velocidad, la ingesta de alcohol previa a conducir, y la circulación de vehículos que no se encuentran en condiciones de hacerlo sino a costa de atentar contra la seguridad de los propios pasajeros y de quienes comparten el tránsito por la vía pública con ellos.

Hace pocos días atrás, menos de sesenta, el Gobernador provincial sorprendió a todos anunciando en conferencia de prensa, junto a su Ministro de Seguridad, el inminente lanzamiento de controles de velocidad de circulación por las rutas provinciales, para los cuales se habilitaría el uso de radares o equipos cinemométricos en determinadas condiciones muy puntuales y estrictas. En dicha oportunidad, se anunció también que en el marco del Consejo Provincial de Seguridad Vial (COPROSEVI) se analizaba una propuesta elaborada por el propio Ministerio de Seguridad para realizar una muy profunda e integral reforma a la normativa vigente, formulada considerando especialmente los valiosos datos aportados durante el último año por el Registro de Accidentes, los que permitieron ir dibujando el mapa accidentológico en nuestra provincia, con registro de lugares críticos, causales aparentes y mecanismos de los accidentes, ocurrencia por partidos y por Jefaturas Departamentales, estado de la vía y del clima, entre muchos otros datos.

Sin embargo, la aparición de varias voces en contra de la aplicación de los radares, así como otras aparentes disidencias con las propuestas que se manejaban, y considerando que avanzar podría significar costos políticos en momentos en que el Gobernador comienza el trabajo de preparación de su nueva candidatura, habrían dado por tierra con las intenciones y los planes del Gobierno en la materia, y dichas propuestas habrían quedado en la nada ya que no se materializaron ni llegaron a esta Legislatura para su consideración.

Mientras tanto, los bonaerenses nos seguimos matando en la rutas de nuestra provincia y registramos los peores guarismos que se puedan imaginar en la materia. Mientras tanto, las multas siguen canjeándose por pagos voluntarios que borran los antecedentes de los infractores, seguimos esperando un registro unificado de infractores y los Municipios continúan emitiendo registros habilitantes a consuetudinarios infractores, los ómnibus de doble piso surcan con dudosa estabilidad las maltrechas rutas bonaerenses, y en la provincia reina la anarquía vial y la ley del más fuerte.

En consideración de lo expuesto, y teniendo presente también que en esta Legislatura tampoco se ha logrado el consenso necesario para materializar propuestas legislativas que nos saquen del actual estado de situación, resulta imprescindible que adoptemos medidas extraordinarias en el marco de la emergencia que debemos reconocer que existe y afecta a la circulación vial en nuestra provincia, habilitando, a tal efecto, la adopción de resoluciones de carácter extraordinario que garanticen el más amplio involucramiento de todos los bonaerenses a través de una acción pública estatal vigorosa y concreta, con la participación de los municipios y de las ONG´s especializadas en la materia.

Por ello, el presente proyecto de ley propicia que se declare en nuestra provincia la emergencia en la seguridad vial, habilitando -a la vez- la adopción de una serie de medidas relacionadas con los puntos más neurálgicos de la problemática; es decir, relacionadas con la necesidad de aumentar los controles de tránsito en las rutas bonaerenses, de definir una política de ordenamiento vial estable, efectiva y, por sobre todo, consensuada con la sociedad en general, de perfeccionar el funcionamiento de los registros de infractores y de accidentes de tránsito, y de coordinar medidas con las autoridades nacionales y de otras jurisdicciones en la materia.

Por todo lo expuesto, solicito a los señores legisladores tengan a bien acompañar la presente iniciativa con su voto favorable.-

